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I.- Introducción.- La finalidad de esta intervención/ponencia no es plantear, ni siquiera de forma aproximada,  ningún estudio científico sobre la materia objeto de estas Jornadas, sino poner de manifiesto, desde la perspectiva empírica, las conclusiones esenciales de un Juez de Familia durante cinco años de ejercicio profesional, en uno de los Juzgados especializados de Madrid : qué papel jugaron nuestro mayores y cuáles fueron los rasgos fundamentales de su intervención directa o indirecta, esto es, cuando eran los protagonistas de esos divorcios, separaciones o nulidades, o si concurrían como familiares de los cónyuges a quienes afectaba, consecuencia del apoyo que prestaban a éstos y los nietos, en el proceso matrimonial.
Para ello, consideramos que deben relacionarse necesariamente los antecedentes jurídicos y sociológicos del matrimonio, con la evolución e incidencia que ha tenido su participación en estos conflictos familiares, para, a partir de cifras objetivas que sirvan de referencia significativa, establecer unas conclusiones, se insiste, de carácter sumamente subjetivo y a título de experiencia personal, aunque ciertamente extraída después de la tramitación de más de 7.300 asuntos, y durante el periodo de tiempo  que va desde 1.994/5, hasta el año 2.000, aproximadamente.
II.- El matrimonio: antecedentes históricos y jurídicos en nuestro país.-  
Tanto si se considera como institución, negocio jurídico o contrato, parte de un elemento esencial: la creación de un vínculo del que se derivan un conjunto de relaciones personales y patrimoniales, de carácter estable y continuado, que trasciende de la relación inter-conyugal  y se proyecta frente a terceros, los hijos, y la sociedad, en su conjunto. Cuestión distinta es su evolución, que como posteriormente veremos, ha desembocado en una cuarta categoría, las uniones de hecho o mera convivencia marital o de pareja, que cuantitativa y cualitativamente  precisa de atención suficiente por la trascendental  incidencia que actualmente tiene en la conformación de la familia, y por ende, la participación de sus integrantes, especialmente los mayores, como finalidad monográfica de este trabajo.
  La incidencia de aspectos ideológicos, culturales y religiosos en esta institución, se proyecta inevitablemente en la ley o normas que la regulan, aunque a veces el legislador pueda partir del proceso inverso, esto es, fijar unas normas dispares a la concepción social mayoritaria, por la observancia y protección de los derechos de determinadas minorías; en todo caso, no se discute que la realidad jurídica debe corresponderse con la social, para dar adecuada respuesta a todas las relaciones inter-personales, pero sin olvidar que en esta fundamental materia, el artículo 39 de la Constitución Española establece que Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia, siendo claro que el matrimonio constituye bastión esencial que la configura. 
En consecuencia, todas las sociedades, países o sistemas jurídicos, responden por lo general a esta demanda, de acuerdo con su idiosincrasia. En nuestro país, se parte del antecedente del matrimonio canónico mayoritariamente contraído, de carácter indisoluble, pero que ha determinado no obstante, y por razón de la primacía objetiva de la ley estatal, su coexistencia con la regulación del divorcio prevista en la ley estatal, con el cumplimiento de determinados requisitos sustantivos, causas o transcurso de plazos, cuestión extendida en la práctica totalidad de países de nuestro entorno occidental.
  Por otra parte, los distintos sistemas jurídicos, han precisado como instrumento resolutorio de la crisis, de la existencia de la separación, figura jurídica concebida inicialmente como un estado intermedio y de carácter transitorio, con el efecto esencial del cese de la convivencia, pero manteniendo el vínculo, en orden a una posible reconciliación, o , en su caso, como fase previa al divorcio, lo que en sí mismo facilita objetivamente la resolución de la crisis, en cualquiera de los dos sentidos; no obstante la reciente equiparación del plazo objetivo de tres meses para acceder indistintamente a la separación o el divorcio en nuestro ordenamiento, le confiere un carácter residual, como posteriormente veremos.

 La nulidad, cierra el catálogo jurídico comúnmente aceptado en los ordenamientos jurídicos de nuestro entorno, con la peculiaridad propia de tratarse de un remedio que, por su naturaleza, niega la existencia de ese matrimonio en su origen, declarando que no llegó a existir, por falta de requisitos esenciales, consentimiento, error invalidante o trascendente al contraerlo, etc., con los consiguientes efectos personales y patrimoniales que se derivan de la declaración de ineficacia del negocio jurídico, al tiempo de su nacimiento o celebración.

Estos son los instrumentos legales que la legislación civil del Estado establece como medio resolutorio de la crisis matrimonial, sin merma alguna de las distintas creencias religiosas, sociales y culturales que cada ciudadano tenga, pero sentando un principio esencial de aplicación universal: toda persona sujeta a la competencia de nuestros tribunales puede instar su aplicación, cualquiera que hubiera sido la forma y el tiempo en el que contrajo su matrimonio, manteniendo incólume  su derecho a ajustarse al derecho canónico o religioso correspondiente, pues las resoluciones en este ámbito surten pleno efectos civiles en la persona, una vez homologadas por el juez civil. 
No obstante, esta introducción práctica quedaría incompleta respecto al verdadero contenido y extensión del régimen jurídico vigente, si no se abordan sus antecedentes, a fin de facilitar su estudio y  análisis, a partir de los principios que la informan.

 Legislación anterior al año  1931 La evolución de nuestra legislación, en orden a la comprensión e interpretación de nuestro ordenamiento vigente, podemos fijarla a  partir de la legislación española desde 1931. Con anterioridad constituye nota definitoria la  determinante influencia del Derecho canónico en esta materia,  declarando, en consecuencia, la indisolubilidad del matrimonio y la admisión en ese sentido únicamente del denominado divorcio relativo o menos pleno, integrado por ese estado de no convivencia de los cónyuges, pero sin producirse la ruptura del vínculo, esto es, la separación matrimonial. El matrimonio civil  quedaba relegado a un carácter subsidiario, para cuando uno al menos de los contrayentes no profesaba la religión católica. Así el denominado matrimonio civil de 18-6-1870 declaró  la indisolubilidad del vínculo matrimonial. Se sigue la pauta de sólo autorizar a solicitarlo al cónyuge que se consideraba inocente, esto es, en una línea culpabilística considerando que el cónyuge inocente, aquel no causante del ruptura matrimonial, era a partir de ese momento quien ostentaba los derechos derivados de las distintas relaciones personales y patrimoniales, quedando los hijos y sus bienes, bajo su patria potestad, así como el derecho a administrar los bienes de la sociedad ganancial y reclamar todo lo entregado o prometido por el culpable constante matrimonio. 

Divorcio instaurado a partir de la segunda  república La Constitución de 9 diciembre 1931 supone un cambio  fundamental al establecer que el matrimonio “podrá disolverse por mutuo disenso o a petición de cualquiera de los cónyuges, con alegación en este caso de justa causa”.  En la legislación española, por primera vez se reconoce el divorcio vincular y la posibilidad de que por medio de él pueda disolverse el matrimonio,  contemplándose las causas por las que puede  accederse al mismo: el simple mutuo disenso y la concurrencia de justa causa. Se mantiene el criterio de culpabilidad en orden a la atribución de los derechos personales y patrimoniales al cónyuge inocente, existiendo ya una perfecta dicotomía entre el juez civil y el derecho canónico. 

Derogación de la Ley de 1932 con posterioridad a la Guerra Civil española La Ley de divorcio tuvo un breve período de vigencia: el Decreto 2-3-1938 procedió a la suspensión de la tramitación de los pleitos de separación y divorcio y de las diligencias encaminadas a obtenerlos por mutuo disenso, siendo finalmente derogada con carácter general por la L 23-9-1939. 

El Fuero de los Españoles, aprobado por L 17-7-1945,   vuelve a la referencia canónica al declarar que “el matrimonio será uno e indisoluble”;  ello se traduce en el aspecto formal,  en la L 24-4-1958 no previendo ya el Código Civil el divorcio.

 Reforma  postconstitucional en materia de divorcio. En 1981, la Ley 30/1981, denominada del divorcio,  se vuelve  a  restaurar el divorcio vincular como causa de disolución del matrimonio,  pero en sede de la reforma del CC, no como ley autónoma y concreta de la materia, a partir de la vigente Constitución de 1978, que proclama  que la Ley regulará “las causas de separación y disolución y sus efectos” sin mencionar expresamente el término “divorcio”, pero facilitando que pudiera establecerse por ley ordinaria,  como así ocurrió. En ella se reconoce ya un único matrimonio, el inscrito en el Registro Civil, sin perjuicio de la forma en la que se contraiga, fijándose unas causas objetivas, sin necesidad de declaración alguna de culpabilidad en ninguno de los cónyuges, con carácter general, y, además, con  retroactividad,  a fin de aplicarse a todos los matrimonios, con independencia de su forma y fecha de celebración, esto es, aquellos anteriores al nuevo régimen jurídico. Se regula y permite la obtención de la separación por mutuo acuerdo una vez cumplido el primer año de matrimonio, preordenada como paso previo al divorcio,  con una coincidencia sustancial de las causas de separación, que lo serán de divorcio, una vez que transcurra el plazo un año desde la presentación de la demanda de separación sin que se dicte sentencia contraria,  recogiéndose en el nuevo CC art.86, además de la separación y divorcio consensual , o de común acuerdo entre ambos cónyuges, aportando un convenio regulador de los efectos y medidas derivadas de la nulidad, diferenciada ya de la canónica, separación y divorcio. 

Vigente regulación del Código Civil en materia de divorcio de 2005 Se equipara totalmente el acceso a la separación y al divorcio, con un único motivo o causa objetiva de carácter temporal, esto es, el plazo de tres meses desde la celebración del matrimonio,  lo que ciertamente deja ya sin contenido y finalidad la propia separación, por la posibilidad de  ejercitar directamente la acción de divorcio, sin que deba desecharse la utilidad de la separación, como estadio o situación transitoria e intermedia a la ruptura del vínculo matrimonial, cuando se pretende o existen posibilidades de reconducirla, en orden a la reanudación del conjunto de relaciones interpersonales de los cónyuges y sus hijos, en definitiva, de la familia existente, por su especial trascendencia. El establecimiento de este divorcio con la sola causa objetiva y temporal, consensual, y susceptible de resolución unilateral, ha constituido no sólo novedad en nuestro ordenamiento, por los anteriores antecedentes, sino también en el Derecho comparado, dentro de nuestro entorno europeo y occidental.
III.-  La Nulidad matrimonial en la nueva LEC.- Nulidad civil y canónica.-
         Se constituye, junto con la separación y divorcio, en instrumento jurídico-procesal resolutorio de la crisis matrimonial, constituyendo su efecto esencial, la declaración de inexistencia o invalidez del matrimonio contraído en su momento. Su naturaleza jurídica, se centra por tanto en la falta de formación válida o existencia de ese acto, negocio jurídico o contrato, según las distintas tesis del matrimonio, al concurrir determinada causa legal, reconociéndose no obstante por la ley, a  esa convivencia  y apariencia de matrimonio, determinados efectos que se proyectan, respecto de los hijos, equiparándolos en su integridad, como no podía ser de otro modo, a los matrimoniales (CE art.39.2), y a los progenitores, o integrantes de la pareja,  concretos derechos (CC art. 98), en línea con la progresiva equiparación social y jurídica del matrimonio con las otras formas de convivencia no vinculada formalmente, uniones de hecho y civiles, de acuerdo con la terminología al uso.

    El ejercicio de la acción de nulidad ha ido paulatinamente decreciendo, conforme se aumentaba el carácter objetivo y la reducción de las causas legalmente exigidas para acceder al divorcio; actualmente la sola exigencia a cualquiera de los cónyuges, del transcurso de tres meses-CC art.86- desde la celebración del matrimonio, para el ejercicio de la acción, confiriéndole un sumo carácter objetivo, desvinculado de cualquier causa, deja relegada esencialmente la nulidad, desde el punto de vista pragmático, sólo para supuestos donde se pretende enervar o dejar sin efecto determinadas consecuencias patrimoniales o económicas del matrimonio en su origen, como la existencia de la sociedad ganancial o su proyección en aspectos mercantiles o societarios, a modo de ejemplo, por el carácter retroactivo de la eficacia de esa nulidad declarada, al tiempo de su celebración.
En consecuencia, en la nueva LEC se proyectan necesariamente las disposiciones correspondientes para dar cumplimiento a ese estatuto civil de la nulidad del matrimonio, integrándolas  en las acciones resolutorias de la crisis matrimonial-separación y divorcio-, con las peculiaridades que a continuación se reseñan.

En cuanto a su régimen jurídico, nuestro  CC, aun integrando previsiones propias del ámbito procesal, establece las causas de nulidad (art. 73); la legitimación en el ejercicio de la acción (art.74), específicamente en los supuestos de minoría de edad (art. 75), error, coacción o miedo grave y la caducidad de la acción (art. 76); prevalencia de la buena fe a efectos de nulidad, por defecto formal (art.78); reconocimiento de efectos respecto de los hijos y el contrayente de buena fe-matrimonio putativo- (art.79; reconocimiento civil  de la eficacia de las resoluciones de los Tribunales eclesiásticos (art.80).
Nulidad civil y canónica.- La incidencia y relevancia del matrimonio religioso canónico en nuestro país, y por ende la sujeción al mismo de aquellos que deseando volver a contraer matrimonio de esta naturaleza, instan en dicha jurisdicción religiosa su nulidad, de acuerdo con la causas previstas en el Código de Derecho Canónico, y precisa de la observancia del cumplimento del requisito final de la homologación y reconocimiento de la resolución por el Juzgado de 1ª Instancia o Familia, para que surta efectos en este ámbito-LEC art. 778-; ello comporta que una vez tramitada esa declaración de nulidad en los tribunales eclesiásticos, se procede a homologar e inscribir en el Registro Civil, anulando dicho matrimonio anterior, pudiendo por tanto los solicitantes, contraer nuevo matrimonio canónico o civil,  sin perjuicio de la facultad de todos los ciudadanos a quienes afecta la competencia territorial o personal de nuestro ordenamiento, para instar la nulidad, separación,  o divorcio, cualquiera que sea la forma y tiempo de su celebración, como reitera el  CC, arts. 73, 81, 85 y 86, con exclusiva sujeción a sus normas.

IV.- Especial consideración de las reformas del Código Civil de 2.003 y 2005, sobre el derecho de los abuelos respecto de los menores, relativos a patria potestad, guarda y custodia y régimen de visitas.
  Efectivamente, el papel de nuestros mayores en los procedimientos resolutorios de la crisis matrimonial, parte, por lo general, de una constante labor de apoyo personal y económico a los cónyuges y sus hijos, en este caso, nietos de los primeros; esto no estuvo exento de injusticias formales y materiales, en el sentido de que, a pesar de tal comportamiento referido, carecían del reconocimiento legal de derechos imprescindibles, cuáles eran ostentar formalmente la patria potestad o guarda y custodia de los menores en circunstancias excepcionales o por ausencia de sus progenitores, o simplemente poder visitarlos y tenerlos en su compañía, en situaciones ordinarias de convivencia familiar , o cuando la crisis matrimonial se había desatado.
 Así el legislador, en la nueva redacción del artículo 103 del Código Civil, sobre patria potestad y guarda y custodia, establece que:

Admitida la demanda, el Juez, a falta de acuerdo de ambos cónyuges aprobado judicialmente, adoptará, con audiencia de éstos, las medidas siguientes:

1.ª Determinar, en interés de los hijos, con cuál de los cónyuges han de quedar los sujetos a la patria potestad de ambos y tomar las disposiciones apropiadas de acuerdo con lo establecido en este Código y, en particular, la forma en que el cónyuge que no ejerza la guarda y custodia de los hijos podrá cumplir el deber de velar por éstos y el tiempo, modo y lugar en que podrá comunicar con ellos y tenerlos en su compañía.

Excepcionalmente, los hijos podrán ser encomendados a los abuelos, parientes u otras personas que así lo consintieren y, de no haberlos, a una institución idónea, confiriéndoseles las funciones tutelares que ejercerán bajo la autoridad del juez.

Este párrafo 2.º de la medida 1.ª del citado artículo 103, fue redactado por el apartado cuatro del artículo primero de la Ley 42/2003, de 21 de noviembre, de modificación del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de relaciones familiares de los nietos con los abuelos («B.O.E.» 22 noviembre).Vigencia: 23 noviembre 2003.

Ello comporta que :

1º) A los abuelos, en situación de crisis matrimonial de separación, divorcio o nulidad, el Juez le puede atribuir la patria potestad o guarda y custodia del menor.
2º) Su atribución tiene carácter excepcional, por ausencia o inhabilitación formal o material de sus padres para desempeñarla, teniendo siempre en cuenta el interés del menor.

3º) Precisa del consentimiento del abuelo.

4º) Caso de acordarla, el ejercicio de esa patria potestad o guarda y custodia, se ejercita en los mismos término que la ordinaria de sus padres.
En cuanto al derecho a relacionarse con los menores, excediendo el ámbito del proceso de crisis matrimonial, esto es, reconocido con carácter general a sus destinatarios, el legislador en la  nueva redacción de los artículos 160 y 161, establece que,

Los progenitores, aunque no ejerzan la patria potestad, tienen el derecho de relacionarse con sus hijos menores, excepto con los adoptados por otro o conforme a lo dispuesto en resolución judicial.

No podrán impedirse sin justa causa las relaciones personales del hijo con sus abuelos y otros parientes y allegados.
En caso de oposición, el juez, a petición del menor, abuelos, parientes o allegados, resolverá atendidas las circunstancias. Especialmente deberá asegurar que las medidas que se puedan fijar para favorecer las relaciones entre abuelos y nietos, no faculten la infracción de las resoluciones judiciales que restrinjan o suspendan las relaciones de los menores con alguno de sus progenitores.
Los párrafos 2º y 3.º del artículo 160, fueron redactados por el apartado cuarto y cinco del artículo primero de la Ley 42/2003, de 21 de noviembre, de modificación del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de relaciones familiares de los nietos con los abuelos («B.O.E.» 22 noviembre).Vigencia: 23 noviembre 2003

El artículo 161, establece que,
Tratándose del menor acogido, el derecho que a sus padres, abuelos y demás parientes corresponde para visitarle y relacionarse con él, podrá ser regulado o suspendido por el juez, atendidas las circunstancias y el interés del menor.

Artículo 161 fue redactado por el apartado seis del artículo primero de la Ley 42/2003, de 21 de noviembre, de modificación del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de relaciones familiares de los nietos con los abuelos («B.O.E.» 22 noviembre).Vigencia: 23 noviembre 2003.
En él se regula el supuesto del menor que se encuentra en situación legal de acogimiento por entidad pública, y la restricción o suspensión que de dicho derecho a relacionarse con el mismo, puede decretar el Juez, nunca la propia entidad administrativa.
 V.- Estadísticas generales; evolución y situación actual.
Profundizando en las reflexiones apuntadas, esa evolución del matrimonio desde sus distintas acepciones de institución, negocio jurídico o contrato, rallando ya en esta última consideración su mayor expresión de materialidad, desacorde con los valores que en principio informan su naturaleza y existencia, desde una perspectiva incluso estricta en el ámbito ético y social, ha desembocado en un fenómeno quizás no previsto, cual es el establecimiento de una nueva categoría: aquellos que prescinden de cualquier sistema de matrimonio civil o religioso, o, en definitiva, a la más mínima regla formal de constancia, o lo que es lo mismo, la mera convivencia “ sin papeles”, excluyendo, incluso, la uniones civiles, inscritas en  la esfera administrativa municipal o autonómica, a efectos de constancia para posterior reconocimiento de derechos. 
Un dato definitivo actual: La mitad de las parejas menores de 30 años son de hecho, “sin papeles”, y, además, crecen los que viven en una relación bajo techo distinto. Por otra parte, confluyen dos circunstancias relevantes: la existencia de matrimonio homosexual, equiparado formalmente al integrado por hombre y mujer, y la baja tasa de natalidad.
Tomando como referencia objetiva los datos sobre el número de parejas que se casan, así se confirma, pues según el Instituto Nacional de Estadística, en el año 2009 se celebraron casi 176.000 matrimonios, lo que implica una disminución del 10,2% respecto el año anterior cuando, se celebraron poco más de 195.000 matrimonios. Como consecuencia de esta disminución, la tasa bruta de nupcialidad se redujo hasta 3,8 por cada mil habitantes. En el 2010 sigue con la disminución, con casi 171.000 matrimonios celebrados y la tasa baja a 3,75 por cada mil habitantes. Es una tendencia que se produce desde 1975, cuando se celebraron alrededor de 270.000 matrimonios y la tasa de nupcialidad estaba en torno a la media de 7 por cada mil habitantes. 
Además, centrándonos en nuestro país, y dentro de esa evolución apuntada, el matrimonio civil supera al religioso. De los matrimonios registrados en el 2010, fueron exclusivamente civiles el 57,6%, mientras que el 40,7 lo fueron por la iglesia católica, y el resto o no consta el dato (en 1.951 casos) o se casaron según el rito de otra religión (850 casos). Todo esto es más llamativo si se tiene en cuenta que estos 171.000 matrimonios del 2010 es una cifra inferior a la del año 1943, cuando se celebraron 174.000 bodas, todas religiosas, mientras que las del 2010 es la suma de civiles ha superado ya a las  religiosas, como  se ha reseñado.
No corresponde en estas breves reflexiones, abordar las causas que justifican esta dinámica, y los efectos que ello determina, en buena lógica, aunque objetivamente se constate una pérdida de valores en cuanto al concepto de familia/matrimonio,  a la que se suma, la referencia material que cualquier “celebración” comporta, más aún en época  de acentuada crisis, por lo que no formalizar una relación de pareja es también una manera de economizar, y, naturalmente, la propia decisión personal, relacionada con factores culturales y educativos, proyección del entorno familiar y social propio de cada momento.
Ciertamente, el fenómeno puede cambiar de tendencia, así en otros países, como Estados Unidos,  se disparó entre los años 60 y 80, cuando crecieron  un 20% las parejas que marchaban a vivir juntas sin papeles en los años 60, un 200% en los 70 y un 80% en los 80. En cambio entre el 2000 y el 2004 creció un 7,7%. Existen planteamientos que justifican esta dinámica, en la progresiva equiparación de los países latinos con los nórdicos, por su evolución como países influidos por moral religiosa y familia tradicional, con  la concurrencia de nuevas circunstancias ya apuntadas, como la irrupción del divorcio y prevalencia de la ley estatal, el matrimonio homosexual, presentar las tasas de natalidad más bajas de la Unión Europea, la caída en la fecundidad, el retraso en la nupcialidad y la emergencia de formas de familia alternativas, esto es, parejas no casadas, familias reconstituidas, parejas del mismo sexo, propias de todas las sociedades industrializadas. Pero, sin embargo, es claro que no pueden extrapolarse situaciones concretas y puntuales, tanto en el aspecto social como normativo, con la esencia de instituciones como las apuntadas, que han sobrevivido a determinadas coyunturas, siendo la mejor prueba de ello, y probablemente de su salud, la respuesta recibida en la actual situación de crisis, donde sin su existencia, esto es, sin el apoyo de las familias y el sentido de solidaridad, de la sociedad en su conjunto, inculcada esencialmente desde estos ámbitos, no habrían  podido mantenerse estándares de paz social como los producidos, a pesar de las escalofriantes cifras de paro y pobreza que se han ido extendiendo paulatinamente.
VI.- Especial referencia a la intervención de los mayores en los procedimientos resolutorios de la crisis matrimonial:
Lo primero que debemos fijar es la evolución de los procesos resolutorios de crisis matrimonial, para luego estudiar la incidencia de los mayores en los mismos, y obtener las pertinentes conclusiones, y así 

Evolución de las disoluciones matrimoniales
Años 2002 - 2011
	Año
	         Total                 Separaciones      Divorcios          nnnNulidades

	2002 2003 2004 2005 2006
	115.374 122.166 132.789 137.044 145.919
	73.567 76.520 81.618 64.028 18.793
	41.621 45.448 50.974 72.848 126.952
	186 198 197 168 174

	2007 2008 2009 2010 2011
	137.510 118.939 106.166 110.321 110.651
	11.583 8.761 7.680 7.248 6.915
	125.777 110.036 98.359 102.933 103.604
	150 142 127 140 132


La primera cuestión significativa, ya apuntada anteriormente, es que, a partir de 2.006, una vez establecido el divorcio por el mero transcurso del plazo de tres meses, desde la celebración del matrimonio, los cónyuges acceden directamente al mismo, sin pasar por la separación. 

Las cifras relativas a las nulidades, separaciones y divorcios de 2.011, desglosadas por cónyuges y edades, podemos establecer las siguientes tablas:

Separaciones :
Edad                 hasta 18 años    h/24      29      34      39       49         59       69      + 70 

Esposa                       0                 39      210    713    1134    2355    1525   709     226
Esposo                        0                15      108    527    1091    2232    1647    917    374 
Divorcios                   
Esposa                       18            1045   7425  17183  21455  35593  15297  4148    766
Esposo                        4              476    4018  13077  19687  30015  19754   6658  1061

Nulidades

Esposa                        0                8        20      26        34         26      11          4         2
Esposo                        0                2        12     18         31         26      30          8         4

El 67 % de las disoluciones matrimoniales fueron de mutuo acuerdo, con Convenio Regulador, con porcentajes similares a años anteriores, desde  2.003/2.004; del total de divorcios del 2.011, el 66,8 % fueron de mutuo acuerdo, y 32,2 contenciosos; en las separaciones el 70,8 % de mutuo acuerdo y el 29,2 % contenciosas.

Se puede apreciar que, con carácter general, hasta los 49 años, van creciendo progresivamente el número de rupturas matrimoniales, y decrece a partir de esa edad,  muy especialmente, en más del 50% según tramo de edad; son significativas las cifras de mayores de 70 años: 300 separaciones , 918 divorcios y 3 nulidades.
Pero, después de esos procedimientos tramitados, la sensación del Juez de familia respecto a su intervención en el proceso, situando la horquilla de los “mayores” , a partir de los procedimientos de personas de más de 60 años, y a los efectos puramente estadísticos,  podemos concretarla en los siguientes aspectos:

- Perfil de los litigantes. Existe generalmente mejor formación y estatuto económico, afrontándose el proceso de forma más sosegada y sin tensiones. 
- Tipo de procedimiento elegido contencioso/mutuo acuerdo. Supera porcentualmente la media, en cuanto a procedimientos consensuados
- Incidencia del factor cultural/religioso. Suele ser pronunciado, con efectos favorables en la resolución del conflicto, al abordar y superar no sólo las propias dificultades como pareja, sino las del entorno familiar, en su conjunto. Mayor arraigo del concepto de pareja, a partir de la existencia de vínculo y concepto  matrimonial.
- Cumplimiento y ejecución de resoluciones judiciales. Práctica inexistencia de conflicto en el cumplimiento de las resoluciones judiciales, tanto contenciosas, como cuando se había suscrito convenio regulador. 
- Intervención de los hijos en los procesos. Positiva por lo general, coadyuvando a un ordenado desenlace, aunque sin participar en el proceso, apartándose intencionadamente del conflicto de sus padres mayores.

- Intervención en los procesos de sus hijos, dentro de las mismas pautas apuntadas, con especial dedicación a los nietos, por razón de la ruptura del núcleo familiar,  incluyendo ayuda económica.
